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Presentación


El I. E. T. por segunda vez publica un ejemplar de su colección Folletos Laborales, bajo la autoría del profesor jurista Carlos R. Salcedo C., acucioso investigador e inquieto estudioso de las ciencias jurídicas. En aquella ocasión, este Instituto publicó el enjundioso estudio “La Irrenunciabilidad de Derechos en Materia Laboral” (No. 9 / Junio 1998). En esta ocasión, el Prof. Salcedo nos complace e ilustra publicando el no menos laborioso estudio “La Bonificación. ¿Cómo y cuándo debe pagarse? ¿A quien le corresponde?”.


La participación de los trabajadores en las utilidades de la empresa, comúnmente denominada Bonificación, aparece por primera vez en nuestro medio con la Ley 288 del 23 de marzo de 1972. Se mantuvo vigente como apéndice y complemento del Código de Trabajo del 1951, hasta su incorporación en el articulado del Nuevo Código de Trabajo de 1992. Desde la década de los ´70 hasta el día de hoy, la jurisprudencia sobre la materia ha sido relativamente escasa. Esto hace mas interesante el folleto que hoy se publica, pues situaciones tales como cuál empleador estaría obligado a pagar la bonificación y cuál no, a qué trabajadores les corresponde y a cuáles no, cómo se calcula el pago de la bonificación, etc., merecen ser objeto de análisis, lo mismo que la cuestión del fardo de la prueba de la bonificación, dada la jurisprudencia sentada por la Suprema Corte de Justicia y los textos de los Arts. 16 y 202 del Código de Trabajo.


La metodología empleada en este folleto es la de preguntas y respuestas. Se han planteado las interrogantes más usuales en la práctica, dándoles una respuesta fácil y poco rebuscada. La terminología utilizada procura facilitar la comprensión al lector no especializado, tal como el obrero, el administrador de empresas, sindicalistas.

Introducción
1.- ¿Por qué fue creada la bonificación en la legislación laboral? ¿Desde cuándo existe y ¿Con qué nombre o denominaciones se le conoce?

Existe un gran lazo entre el capital y el trabajo. El trabajo del hombre es un elemento que unido al capital, ayuda en la producción. Capital y trabajo se unen para buscar los resultados esperados por la empresa, en los que el trabajo humano es un factor esencial que contribuye notablemente a que se generen ganancias o utilidades. El trabajador tiene derechos en la empresa, y uno de esos derechos es el de la participación en los beneficios de la empresa, conocida como las bonificaciones o simplemente la bonificación cuyos términos usaremos como sinónimos, indistintamente, en lo adelante. No se considera una gratificación, como parece deducirse del término bonificación, con el que se le identifica, pues la participación en los beneficios de la empresa es un derecho en el que participa el trabajador como consecuencia de su aporte, trabajo, dedicación y esfuerzos a favor de la producción y productividad de la empresa, pues constituye un ente fundamental para que se produzcan los beneficios o utilidades en la empresa.


Como precursor de la bonificación se cita a Alberto Galllatin, que fue Secretario del Tesoro de los Estados Unidos en los gobiernos de Jefferson y Madison, pues en su cristalería explotada en New Genova, en pensilvania, hizo un ensayo de este género, que fue efímero y no tuvo imitadores.


Según la opinión más generalizada los orígenes de la bonificación hay que buscarlos en el siglo pasado, cuando en 1842 el señor Juan Leclaire, pintor de casas, que se estableció en París en 1827, comenzó sus planes sociales pagando a sus obreros un salario superior al usual. Aplicó dicho sistema desde su instauración y hasta su muerte en 1872, a pesar de la resistencia inicial de los trabajadores.


Se afirma, por otro lado, que esta iniciativa se debe a Ricardo Owen, quien aplicó un sistema similar en sus propiedades e industrias de Escocia, a principios del siglo XIX. Se cita además como propulsor de la bonificación al francés Godin, quien no sólo dio iguales beneficios a sus trabajadores, sino que terminó cediendo sus fábricas en 1880.


Afortunadamente otros industriales franceses, ingleses, alemanes y estadounidenses siguieron los ejemplos mencionados, de manera particular el de Leclaire. En nuestro país esta institución jurídica es una obligación impuesta por la ley, en virtud de lo que disponen los artículos 223 al 227 del Código de Trabajo (en lo adelante CT). Antes de esta disposición legal para muchas empresa tenía un carácter contractual, como resultado del convenio colectivo de condiciones de trabajo o del contrato individual de trabajo, los que una vez convenidos o acordados so derechos del trabajador, sin que puedan ser reducidos disminuidos unilateralmente por la empresa, y aun más, ser objeto de renuncia o limitación convencional, de conformidad con lo que dispone el principio V del Código de Trabajo.


En la actualidad la bonificación está consagrada en la mayor parte de los países del mundo, teniendo en algunos casos, como en el de Bolivia, Brasil, Ecuador y Perú y nuestro caso dominicano, un rango o jerarquía constitucional


Particularmente, pienso que en la actualidad el uso del término “bonificación” o de la expresión “participación en los beneficios de la empresa”, tal como es nombrado en el título VII del libro tercero del CT, es indiferente. Sin embargo, es importante señalar que para algunos juslaboralistas, como se le suele llamar a los expertos o dedicados al estudio o ejercicio del derecho laboral,, está mal empleado el término bonificación, toda vez que este es más bien un término que tiene el significado de liberalidad por parte del empleador y no la obligación legar que rige las condiciones del contrato de trabajo por tiempo indefinido, para cuyo contrato ha sido consagrada, constitucionalmente, la participación de los trabajadores en los beneficios de la empresa.


Hablar de bonificación supone la dación, otorgamiento o entrega de un regalo, recompensa, gratificación o sobresueldo, que nada tendría que ver con la imposición de pagar en beneficio del o los trabajadores la décima parte del beneficio neto o producido por el empleador y que, en consecuencia, podría ser menor o mayor que la proporción señalada o prescrita por la norma o disposición vigente, pero que nada tendría que ver con la obligación patronal.


El interés práctico y la importancia de la distinción vienen dados porque una vez el empleador paga a los trabajadores una suma menor que la innegociable suma del diez por ciento, no como una partida de la proporción que les corresponda por la participación en los beneficios netos de la empresa, “como consecuencia de la ausencia de beneficios”, sí podría hablarse de bonificación, pues ese pago no es producto de la condición indispensable que pone a cargo del empleador el pago de esas sumas.

2.- ¿En qué consiste la bonificación prevista en la legislación dominicana?

En nuestra legislación laboral vigente no se encuentra el término bonificación, sino el de participación en los beneficios de la empresa, como se ha dejado expresado precedentemente. La práctica ha hecho de la bonificación el término más popular y conocido por los trabajadores y empleadores.


El CT no define la participación en los beneficios de la empresa o las llamadas bonificaciones, sino que en el artículo 223 las identifica como obligatorias por parte de de todas las empresas y fija el monto sobre el cual se deben calcular, disponiendo que las empresas deben otorgar una participación en los beneficios de la empresa equivalente al diez por ciento de las utilidades o beneficios netos anuales a todos sus trabajadores por tiempo indefinido.


No obstante, las bonificaciones no pueden exceder del equivalente a cuarenta y cinco días de salario ordinario para los trabajadores que han trabajado por menos de tres años, y de sesenta días de salario ordinario para los que hayan prestado servicio continuo durante tres o más años. Y cuando el trabajador no preste servicios durante todo el año que corresponde al ejercicio económico, la participación individual será proporcional al salario del tiempo trabajado.

3. ¿Cuáles son las protecciones previstas en la ley a favor de la bonificación?

La bonificación es considerada como un complemento del salario ordinario o lo que es lo mismo se puede afirmar que es un salario, aunque complementario. Como salario que goza de privilegios.

El primer privilegio de que gozan las bonificaciones consisten en que los créditos que tenga el trabajador por este concepto en la empresa son inembargables, es decir no pueden ser puestos en manos de la justicia para proceder, una vez cumplidos los procedimientos legales correspondientes, a entregárselo a otra personal que alegue tener un crédito en manos del trabajador. Igualmente la bonificación no puede ser objeto de cesión y es privilegiada sobre los de cualquier otra naturaleza, excepto de los del Estado, del Distrito nacional y de los Municipios

Sobre los sujetos de la bonificación
1.- ¿A cuáles trabajadores les toca el pago de la bonificación, y a cuáles no les toca?

Conforme al artículo 223 del CT el derecho a la participación en los beneficios de la empresa está previsto en favor de los trabajadores de la empresa contratados por tiempo indefinido, es decir, para aquellos que presten servicios permanentes al empleador. O sea, los que con su labor satisfacen necesidades constantes, uniformes y permanentes, es decir no ocasionales o eventuales de la empresa. Esto es una consagración legislativa del principio constitucional, según el cual son beneficiarios de la participación en los beneficios de la empresa los trabajadores permanentes de la empresa.


Por el contrario, no tienen derecho a la bonificación los trabajadores que prestan servicios eventuales en la empresa, es decir aquellos que estén amparados por contratos por cierto tiempo, para una obra o servicio determinados. Este ha sido el criterio que ha dominado la ley y la Jurisprudencia.


En efecto, el artículo 1 de la derogada ley 288 del 23 de marzo de 1972 establecida: “Será obligatorio para toda empresa agrícola, industrial, comercial o minera, otorgar una participación equivalente a un 10% de sus utilidades o de sus beneficios netos anuales, antes de determinar la renta neta imponible, a todos sus empleados y trabajadores permanentes, la cual no podrá exceder del equivalente del salario de un mes de jornada ordinaria de trabajo”.


De su parte la Suprema Corte de Justicia ha ratificado dicho criterio, rechazando sentencias que han condenado a la empresa a pagar bonificaciones a obreros o trabajadores para una obra determinada, por no tener el carácter de permanentes. 


La Ley distingue cuáles sujetos o personas físicas pueden ser considerados trabajadores, a la luz del Código de Trabajo y cuáles son servidores públicos, a la luz de la ley sobre servicio civil y carrera administrativa.


Todo depende de que se trate de la ejecución de un contrato de trabajo, para una empresa de capital estatal, con carácter industrial, comercial, financiera o de transporte, según lo dispuesto en el principio fundamental III del CT; caso en el cual la ejecución y las consecuencias jurídicas y legales que se deriven de la ejecución de esa labor, estarán regidas por las disposiciones de dicho Código, y, en consecuencia, al ser considerados trabajadores, en virtud de un contrato de trabajo por tiempo indefinido, la ley, de manera categórica, les confiere el derecho, como a un trabajador cualquiera de una empresa privada o de un empleador a título personal, de percibir la décima parte de las utilidades netas obtenidas por al empresa, o bien la participación que determine la negociación  de un pacto colectivo de condiciones de trabajo o el contrato individual, siempre que la misma sea favorable al trabajador, conforme dispone la ley.


Creo, particularmente, que cuando el legislador del CT ha puesto límites en cuanto al tiempo-tres años-durante el cual las empresas agrícolas, agrícola-industriales, industriales, forestales y mineras quedan exceptuadas del pago de la participación en los beneficios de la empresa, 
 lo ha hecho correctamente, en virtud de la disposición constitucional precitada.


No obstante, al disponerse en el mismo artículo 225 del CT la exención del pago del salario correspondiente a la bonificación por parte de las empresas agrícolas cuyo capital no excede de un millón de pesos, así como para las empresas de zona franca, se está violando la disposición constitucional del artículo 8, numeral 11, letra c, pues en efecto la Constitución, conforme a nuestro mejor parecer, no deja lugar a interpretación en estos aspectos, entre otros a destacar.


1°. Que la ley de manera facultativa puede fijar los límites, alcances y forma de la bonificación, dependiendo de la naturaleza de la empresa, no así la exoneración del pago.


2°. Que debe tratarse de trabajadores ligados a la empresa mediante contratos de trabajo por tiempo indefinido, pues cuando se habla de trabajadores permanentes, como lo hace la Constitución, se está hablando de trabajadores ligados al empleador mediante contratos por tiempo indefinido, pues son estos los que con su labor satisfacen necesidades duraderas, constantes y uniformes de la empresa, lo que contrasta con los contratos de trabajo por cierto tiempo o para una obra o servicio determinados y con los contratos de trabajo eventuales u ocasionales.


3°.  Que tanto las empresas agrícolas, industriales, comerciales y mineras debe realizar el pago del salario de la bonificación, por lo que sus exoneración por parte de la ley constituye una violación al principio constitucional, ya que su exoneración total, aún temporal, por parte de la Ley, constituye una violación al principio constitucional ya indicado.


En tal virtud cuando el CT dispone la exención del pago de la bonificación a determinadas empresas lo hace actuando contrariando la Constitución Dominicana, resultando nula dicha disposición positiva, 
 por lo que puede ser declarada  inconstitucional, sea por vía de excepción, presentando un recurso de inconstitucionalidad como medio de defensa en el curso de un procedimiento laboral y es lo que se conoce como el control difuso de la constitucionalidad, o sea por vía principal, demandando la inconstitucionalidad de la referida norma legal acudiendo directamente a tales fines por ante la Suprema Corte de Justicia y es lo que se llama control concentrado de la constitucionalidad.


4°. Que al consagrar la participación de los trabajadores  en los beneficios de la empresa, la Constitución, da al legislador la facultad de fijar los límites y modalidades de la reparticipación conforme a la naturaleza de la empresa, es decir que puede tener en cuenta el tipo y fines u objeto de la empresa.

2.- Un empleador que sea una persona física, ¿debe pagar bonificación?

La ley, es decir, el Código de Trabajo y las disposiciones que complementan el Código no hacen distinción entre personas físicas y morales, es decir, entre personas naturales y las que tienen personalidad jurídica, como las sociedades comerciales, entre las que se pueden citar las compañías por acciones o las llamadas sociedades anónimas.


Además, las leyes laborales son aplicables a todos los trabajadores y empleadores, en ocasión de la prestación de un servicio personal, subordinado o dependiente, salvo las excepciones que ellas mismas hacen, como es el caso de los empleados públicos y funcionarios, de los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional. No obstante, el mismo Código de Trabajo hace extensiva o aplicable la regulación laboral a los trabajadores
 que prestan servicios en empresas del Estado y en sus organismos oficiales autónomos de carácter industrial, comercial, financiero y de trasporte.


El artículo 223 del Código de Trabajo, por su parte, establece la obligatoriedad para la empresa de pagar la bonificación, sin hacer distinción alguna, siendo indiferente que la unidad económica de producción de bienes o servicios, se apequeña, mediana o grande, corporativa o societaria o simplemente individual o que no haya sido sometida a un registro como sociedad comercial.

3.- A una entidad incorporada sin fines de lucro, ¿le corresponde pagar bonificación?

El hecho de que una institución, entidad, club o fundación se haya incorporado, significa que se ha acogido a un régimen especial, específicamente al establecido por la ley No. 520 de 1920, sobre asociaciones sin fines de lucro.


Este tipo de instituciones, al no perseguir o no tener ánimo o fin pecuniario o mercurial, propio de las empresas, no pueden bajo ningún concepto, pagar bonificaciones, pues estas son producto de los beneficios obtenidos por as transacciones comerciales especulativas que realizan los negocios, y como las asociaciones sin fines de lucro están distantes y separadas de lo que es el lucro, evidentemente que no pueden repartir beneficios que nunca han obtenido ni obtendrán por su propia naturaleza y fines.


No obstante, pueden ocurrir en la práctica situaciones dignas de analizar y darle respuestas. Así por ejemplo puede presentar la situación de una Asociación sin fines de lucro que incorpore, crea o establezca un negocio que sirva de sustento o sostén a sus actividades o constituya una prolongación de sus actividades comerciales normales o similares a las de una empresa. Frente a los trabajadores de ese negocio la empresa deberá pagar la bonificación que resulte  de esa actividad. Sin embargo, los beneficios que queden en balance a favor de la Asociación no son repartidos entre los asociados, como sí ocurre en una sociedad comercial, en la que los sucios participan de las utilidades en la proporción de su participación en accionaría.

4.- Un club deportivo y recreativo, Inc. (Incorporado) para empleados o una fundación Inc. Que se encuentren adheridos a una empresa o grupo de empresas, ¿tiene algún riesgo de pagar bonificación de la empresa matriz?

Tanto los clubes deportivos y recreativos, aún cuando dependan de una empresa o grupo de empresas, no tienen que pagar las bonificaciones, en virtud de que los criterios que permiten identificar a quienes deben pagarla, dependen de la figura de la empresa, lo que se encuentra lejano, distante, de un club recreativo, cultural, etc., aunque haya sido creado o tenga relación con la empresa.


Ahora bien, puede ocurrir que el Club Deportivo, cultural o recreativo tengan o realicen actividades comerciales, que podrían eventualmente ser consideradas para fines de bonificaciones. Por ejemplo, si el Club para empleados de una empresa determinada alquila su cafetería a una persona, sea ésta física o moral, el inquilino que persigue fines lucrativos, fines distintos a los del Club, deberá pagar a sus trabajadores el 10% de sus utilidades anuales, pues los trabajadores de éste no dependen del Club, sino de aquel que realiza una actividad económica con el solo objetivo de obtener beneficios y con esto acrecentar su patrimonio, lo que no es propio del Club, sino de la empresa.

5.- Una cooperativa, ¿debe pagar bonificación?

Una cooperativa es una sociedad de personas naturales y jurídicas, es decir de personas físicas o constituidas como sociedades, compuesta por un capital variable, que no persigue fines de lucro, fundamentada en el principio del derecho de igualdad entre sus miembros, que procura el mejoramiento social y económico de sus asociados mediante la acción conjunta de éstos en una obra colectiva y que reparte sus rendimientos o excedentes netos a prorrata entre los asociados de acuerdo con el monto de las operaciones realizadas con la sociedad y en la que cada socio tiene responsabilidad limitada. 


La Ley sobre Asociaciones Cooperativas tiene carácter de especial. En este tenor la cooperativa no debe pagar bonificaciones a sus trabajadores porque no persigue un fin lucrativo, lo que la hace distante del concepto de empresa, en el que tanto las personas físicas como morales, lo que buscan es el beneficio empresarial y lo que resulta de ello se reparte en la medida del aporte o participación de capital de reparte en la medida del aporte o participación de capital de cada socio, mientras que en la Cooperativa, si bien existe un aporte del socio, no es el aporte o capital el que determina su participación en los rendimientos o excedentes netos de la Cooperativa, sino al cantidad de operaciones realizadas por el socio con la sociedad cooperativa, pero además la entidad, por disposición de la ley, no busca beneficios pecuniarios.


Sin embargo, si la Cooperativa opera un negocio, con todas las características y fines propios de una empresa, la unidad económica así operada, tendrá frente a los trabajadores la obligación de pagar la bonificación, sin perjuicio de lo que dejamos dicho en el ejemplo puesto para el caso de los clubes deportivos y recreativos, etc., cuando éstos alquilen o cedan a título oneroso o gratuito,  a favor de terceras personas que pretendan realizar actividades puramente mercantiles, sus instalaciones, terrenos, equipos, y, en fin, sus bienes muebles e inmuebles. 

6.- Una sociedad comercial que no sea por acciones, ¿debe pagar bonificación?

Una sociedad comercial es aquella cuya finalidad es comercial, es decir, persigue fines comerciales, o lo que es similar, realiza actos de comercio. Todo acto de comercio o actividad comercial entraña un fin lucrativo o especulativo, que va muy ligado a la idea de empresa como unidad económica establecida para producir beneficios y compartir los riesgos y pérdidas a favor del dueño o de los dueños o quienes hayan aportado el capital a la misma.


De esto podemos afirmar que no importa que la sociedad comercial sea o no por acciones. Por el solo hecho de estar constituida en sociedad comercial se está en presencia de una empresa, cuyos fines son comerciales.


Así, pues todas las sociedades comerciales, entre las que se encuentran las sociedades por acciones, que a su vez se dividen en compañías en comandita por acciones y compañías por acciones, deben pagar las bonificaciones. Tales son los casos de las sociedades en nombre colectivo, las sociedades en comandita simple, las sociedades en participación. Estas últimas al igual que las sociedades de capital y las otras dos-en nombre colectivo y en comandita simple, son llamadas sociedades por intereses. Podemos citar además las sociedades de hecho que actúan como verdaderas sociedades comerciales, las que una vez determinada su condición de comercial deberá repartir sus beneficios en la proporción determinada por la ley a favor de los trabajadores.


La diferencia fundamental entre una y otras sociedades comerciales es el mayor o menor grado de responsabilidad de los socios por las deudas de la sociedad, pero ello no tiene favor de los trabajadores, quienes sin importar la forma de constitución de la sociedad comercial, sea por acciones, de capital o por interés, deberán recibir de la empresa el porcentaje fijado por la ley, en el convenio de condiciones de trabajo o en el contrato individual, por concepto de participación en los beneficios de ésta.

7.- Un sindicato de trabajadores, ¿debe pagar bonificación, a favor de las personas que contrate?

Un sindicato de trabajadores es una asociación de trabajadores constituida de acuerdo con el Código de Trabajo, para el estudio, mejoramiento y defensa de los intereses de sus miembros 
  que agrupa a por lo menos veinte trabajadores. De la sola definición podemos ver que los fines de sociedad comercial o empresa. Al no ser un negocio o una empresa, el Sindicato no persigue fines lucrativos, más aún ello sería contradictorio con sus objetivos. Cuando el artículo 223 del CT se refiere a la obligatoriedad por parte del empleador del otorgamiento de la participación de los trabajadores en los beneficios refiere única y exclusivamente a la empresa,  idea distanciada totalmente del Sindicato.


Por tales razones el Sindicato no debe, ni puede pagar bonificaciones, pues la razón de ser de éstas dependen de los beneficios obtenidos por la empresa y aquel no tiene este calificativo, ni sus fines guardan relación alguna con la idea de especulación y lucro, propias de la unidad económica denominada empresa.

8.- De acuerdo con el ordinal 2° del artículo 226 del CT, “las empresas agrícolas cuyo capital no exceda de un millón de pesos”, quedan exceptuadas de la bonificación. ¿Qué se entiende por capital?, ¿lo que indiquen los estatutos sociales o el patrimonio presente de la compañía?

Cuando, el artículo 226, ordinal 2° del CT dispone que las empresas agrícolas cuyo capital no exceda de un millón de pesos, quedan exceptuadas de la bonificación, la palabra “capital” debe entenderse como el patrimonio actual de la compañía el cual está integrado, por la sumatoria de los activos de la empresa, esto es del circulante, de las instalaciones , equipos, existencias y maquinarias de la empresa, sin importar que esa compañía por acciones o cualquier otro tipo de sociedad comercial o de hecho.


Poco importa que los estatutos sociales establezcan un capital determinado, lo que importa es la realidad d e su patrimonio y no la declaración de los accionistas, de loas administradores de la empresa o del o los propietarios de la empresa. Así por ejemplo, si una empresa agrícola ha declarado un capital suscrito y pagado de quinientos mil pesos; pero sus activos ascienden a la suma de un millón doscientos mil pesos, esta empresa no podrá beneficiarse de la exención del pago de la bonificación, pues aunque su capital declarado sea de quinientos mil pesos, lo válido para establecer si la empresa califica para el pago de la bonificación es el producto de sumar sus activos reales. Esto constituye una aplicación práctica del principio del Derecho Laboral de la primacía de los hechos sobre el escrito, consagrado en nuestro derecho por el Principio Fundamental IX del CT.

9.- ¿Por qué las empresas de zonas francas están exceptuadas del pago de bonificación? A caso, dicha situación violenta el principio Fundamental IV del CT, según el cual las leyes de trabajo “son de carácter territorial”. ¿Existe acaso, con dicha disposición, un privilegio o una discriminación a favor de las empresas de zonas francas y en perjuicio de las que no la son?

El Principio Fundamental IV del CT, que establece el carácter territorial de las leyes de trabajo, es decir, la aplicación de las normas laborales a todas las personas que realicen un trabajo subordinado en la República Dominicana y que estén amparadas por las disposiciones de la ley laboral, no se contradice con la excepción planteada en relación con algunas empresas, como las de zonas francas, pues si bien los principios del CT son las guías, el norte a seguir por las disposiciones de la ley laboral, ello no impide, en principio, que la propia ley disponga excepciones a la regla general en beneficio de un sector de la economía nacional que pueda ser considerado de mayor importancia, pues con ello se está contribuyendo a la reducción del desempleo, que tiene una gran y mayor incidencia en el crecimiento y desarrollo económico nacional, que la bonificación que pudieran recibir los trabajadores del sector de zonas francas industriales.


Se trata ciertamente de un privilegio a favor de un sector para preponderar la economía del país en beneficio de la colectividad, que es su justificación. A pesar de esto, ello implica una violación a la Constitución de la República, la que condena todo privilegio y toda situación que tienda a quebrantar la igualdad de todos los dominicanos.
 Además, como pudimos observar anteriormente 
, la exención del pago de las bonificaciones por parte de las empresas de zonas francas, tratándose de sociedades comerciales e industriales, constituye una violación constitucional, pues, como dice más arriba, la Constitución dispone el pago de la bonificación a los trabajadores permanentes de toda empresa agrícolas, industrial o miera, pudiendo solo la ley,  en atención a la naturaleza  de la empresa y respetando tanto el interés legítimo del empresario como del obrero, fijar el alcance y la forma de esa participación, no así su eliminación o exención como erradamente lo ha hecho el CT.


Las empresas de zonas francas tienen carácter industrial, pues procesan la materia y las piezas importadas al territorio dominicano para fines de exportar el producto terminado, bajo condiciones especiales fijadas por la ley, por lo que acogiéndonos a lo preceptuado en la Constitución Dominicana por tener estas empresas características de empresas industrial deben pagar la participación en los beneficios de la empresa.


Por otro lado, la exención prevista por el artículo 226, 3° del CT, con relación a las zonas francas industriales, si bien constituye una violación constitucional, como se deja expresado antes, no acarrea una violación al principio fundamental IV del CT, pues dichas empresas radican en la República Dominicana, son regidas por la ley dominicana, y, el estatuto laboral aplicable para los trabajadores de las mismas, es el CT de la República Dominicana y las Leyes que lo complementan.

10.- Las empresas agrícolas, agrícolas-industriales, industriales, forestales y mineras, no tienen que pagar bonificación durante sus tres años. ¿Por qué esas empresas están exceptuadas?

El nivel de recuperación de las inversiones en empresas agrícolas, agrícola-industriales, industriales, forestales y mineras, se prolonga en el tiempo más que en otros sectores de la producción. Generalmente se requieren grandes capitales y una larga espera por parte del inversionista para poder ver sus primeras ganancias, por lo que sería injusto gravar u obligar a una empresa de esta naturaleza a producir beneficios en tan corto período. Cabe destacar además que las cosechas agrícolas necesitan de un período largo de preparación de suelos, siembra, irrigación y están permanentemente sometidas a riesgos y eventualidades que impiden su pronta recuperación. Asimismo, las forestales y mineras ameritan largos años para ver la cosecha y su sustitución.


Al hablar de empresas agrícolas, Cabanellas entiende que las explotaciones del campo en general requieren esforzado empeño y entrañan inciertos resultados y están sometidas a la mayor de las incertidumbres de las cosechas y por los desvelos que para los que trabajan la tierra significa la ruda tarea a la intemperie 


Aún cuando reconocemos la realidad planteada, no podemos obviar a este respecto nuestras opiniones precedentemente expuestas, en relación con la inconstitucionalidad de la disposición legal prevista en el CT sobre la exención del pago de la bonificación de parte de aquellas. Lo que la ley puede fijar es el alcance y la forma de la bonificación de parte de aquellas. Lo que la ley puede fijar es el alcance y la forma de la bonificación, es decir, el monto, otras condiciones, no eximentes del pago, en relación con las empresas enumeradas en la Constitución  y la modalidad en que debe ser entregada la participación de los trabajadores en los beneficios de la empresa, no así la exoneración, aunque fuere por poco tiempo, del pago de la misma.


Lo que la ley podría disponer e, por ejemplo, fijar un plazo de gracia a este tipo de empresas para proceder al pago de la bonificación, lo que no  implica, en modo alguno, exoneración del pago de éstas, en cuyo caso deben resarcir a los trabajadores con el pago correspondiente a los años dados como gracia, los que deben ser acumulados para fines del cálculo y pago de la bonificación.

11.- ¿Cuándo comienzan a correr esos tres años de las empresas citadas en el ordinal 1° del artículo 226 del CT?

El plazo de los tres años de exoneración del pago de las bonificaciones por parte de las empresas agrícolas, agrícolas-industriales, industriales, forestales y mineras, previsto en el artículo 226, ordinal 1° del CT, se comienza a contar desde el momento mismo del inicio de las operaciones de la empresa de que se trate, es decir, desde que la empresa estableció o puso en funcionamiento sus equipos. Oficinas y personal, para la realización del objeto o fin social o comercial de la empresa.

12.- ¿Qué se entiende por empresas agrícolas-industriales y empresas forestales?

Las empresas agrícolas-industriales son unidades económicas que, con fines lucrativos, procesan los frutos que la tierra cosecha, para ponerlos a la disposición de los consumidores directamente o a través de intermediarios, que lo adquieren mediante la compra de los mismos.


Para Borea 
 la empresa agrícola constituye una explotación o unidad económica que se propone obtener mayor utilidad líquida admisible desde el punto de vista social; aunque falte el implícito agregado de que ha de tratarse de un predio rural.


Para Cabanellas, por empresa agrícola cabe entender la unidad de producción, basada en la tierra como capital y que persigue, con la aplicación de una actividad o trabajo propios, que completa la colaboración igual o subordinada de otros en ocasiones, la obtención de un beneficio, a través de la explotación de los productos espontáneos o cultivados de la tierra en vegetal y sus derivados 
 


La definición de las empresas agrícolas-industriales y agrícolas forestales puede ser el resultado de adecuar convenientemente la definición dada anteriormente de empresas agrícolas.


Las empresas forestales, pues, son las que cosechan, renuevan y sustituyen los árboles que siembran, en la búsqueda de beneficios a través de la actividad, mediante la explotación de los recursos forestales.


En suma, de la sola definición de empresa agrícola podemos entender el concepto de empresa agrícola-industrial, forestal, ganadera o de otra índole del campo, pues en ella vemos la conjunción de tierra, capital y trabajo de todas clases que trata de tener un rendimiento lucrativo de la producción agrícola, ganadera o de otra naturaleza rural.

13.- Una empresa de la construcción ¿a quién debe otorgarle bonificación? ¿A los empleados fijos exclusivamente o a toda clase de trabajadores que haya contratado durante el año comercial de que se trate?

En las empresas de construcción, independientemente de los trabajadores fijos o permanentes ligados por contratos de trabajo por tiempo indefinido, los que, sin lugar a dudas, son beneficiarios de las bonificaciones, celebran generalmente contratos de trabajo ocasionales, eventuales, móviles, por cierto tiempo o para una obra o servicio determinados, como es el caso de la albañilería, la carpintería, la plomería, etc. Estos últimos son contratos que, por durar solo una parte del año, mejor aún el término está fijado en el contrato o se realiza hasta la conclusión de la obra, terminan, en principio sin responsabilidad para las partes, es decir ni el empleador, ni el trabajador deben comunicar el desahucio, ni pagar una indemnización equivalente; el empleador no deberá pagar las demás prestaciones laborales, ni los derechos adquiridos propios del contrato de trabajo por tiempo indefinido.


No obstante, el CT supone que cuando un trabajador ha prestado servicios sucesivamente para un mismo empleador en más de una obra determinada que es un trabajador por tiempo indefinido. El mismo CT establece una presunción de continuidad o sucesión de la labor cuando el trabajador comienza a laborar, en otra obra del mismo empleador, iniciada en un período no mayor de dos meses después de concluida la anterior 


Asimismo, la ley laboral considera que constituye contrato por tiempo indefinido, el de los trabajadores que pertenecen a cuadrillas que son intercaladas entre varias obras a cargo del mismo empleador
.

Sobre las bases de cálculo de la bonificación
1.- ¿Cómo se calcula y se paga la bonificación?


El Código de Trabajo establece la base sobre la cual debe calcularse y pagarse la bonificación, no así la forma en que ella debe calcularse. No obstante, en virtud del Poder Reglamentario que le corresponde al Poder Ejecutivo, éste mediante el Reglamento para la Aplicación del Código de Trabajo, ha normado la forma en que la bonificación debe calcularse, lo que podemos encontrar también resuelto en un sistema elaborado por la Secretaría de Estado de Trabajo
, similar al contenido en e l Reglamento y que le sirviera de guía y base a este último.


Tanto lo dispuesto por el Reglamento 
, como el sistema redactado por la SET 
, serán transcritos anexos al presente folleto, en los cuales encontramos claramente establecido el sistema, por lo que para los fines de esta pregunta nos remitimos a dichos apéndices, el último de los cuales contiene un ejemplo de mucha utilidad práctica.

2.- La bonificación, ¿se calcula en base al salario ordinario o en base a todas las retribuciones percibidas por el trabajador?

El cálculo de la bonificación se realiza tomando en consideración únicamente el salario ordinario percibido por el trabajador,  según la antigüedad del trabajador en la empresa, es decir de cuarenta y cinco días para los trabajadores que hayan prestado servicios por menos de tres años, y de sesenta días para los que hayan prestado servicios continuo durante tres años, y de sesenta días para los que hayan prestado servicios continuo durante tres o más años.


Si el trabajador ha laborado por un período menor del año a que corresponda el cálculo, la bonificación será proporcional al salario del tiempo trabajado.


El CT fija el cálculo antes dicho como tope máximo, pues lo obligatorio para la empresa es el pago de un diez por cuento de las utilidades netas anuales obtenidas por la empresa que en mucho de los casos no alcanza al monto correspondiente a los cuarenta y cinco y sesenta días previstos en el CT.


En vista de que para el cálculo será tomado en cuenta el salario ordinario, quedan excluidos del cálculo de la bonificación el pago de horas extraordinarias, el pago del derecho a vacaciones y del salario de navidad, así como los regalos e incentivos que pudieren ser dados complementariamente y sin carácter permanente a favor del trabajador.

3.- La bonificación, ¿se calcula en base al último salario ordinario o en base al salario promedio del último año?

La bonificación se calcula en base al salario promedio del último año, es decir en base al resultado de la suma de todos los salarios ordinarios  del año considerado o de la proporción de meses laborados durante dicho período.


Tanto el Reglamento para la aplicación del CT como el sistema elaborado por la SET para el procedimiento a seguir para el cálculo de la bonificación, disponen dividir el valor a distribuir al que asciende el diez por ciento correspondiente a la participación en los beneficios de la empresa entre el total de los salarios ordinarios devengados durante el año fiscal, si el trabajador tiene uno o más años de labores ininterrumpidas en la empresa o durante los meses trabajados en el año social o fiscal de la empresa.

4.- La bonificación, ¿se paga tomando en cuenta el año calendario, (enero a diciembre) o tomando en consideración el año comercial de la empresa?

Según lo dispuesto por el artículo 224 del CT el pago de la bonificación a los trabajadores debe efectuarse de parte de las empresas a más tardar entre los noventa y los ciento veinte días después del cierre de cada ejercicio económico, es decir que si se trata de personas físicas  o naturales, deben sujetarse para estos fines al año fiscal que comienza el 1ro. de enero y termina el 31 de diciembre de cada año y las sociedades comerciales tendrán que realizar el pago de la bonificación a sus trabajadores según el período correspondiente, pues conforme a lo dispuesto por el Código Tributario las personas jurídicas o sociedades deben realizar sus ejercicios económicos en uno de los períodos indicados a seguidas:

1°. Del primero de enero al treinta y uno de diciembre del año considerado. Este período coincide con el año calendario. En este caso, el pago de las bonificaciones deberá ser realizado a más tardar entre el primero de abril al treinta y uno de mayo que siga al año económico. No obstante, la ley no fue bien redactada pues dispone que la bonificación deberá ser pagada a más tardar entre los noventa y los ciento veinte días después del cierre de cada ejercicio económico, lo que debió expresarse sólo con el límite último, es decir los ciento veinte días porque podría ser realizado desde el momento mismo del cierre del año social.

2°. Del primero de abril al treinta y uno de marzo del siguiente año. En tal virtud las bonificaciones deben ser pagadas a más tardar el treinta y uno de julio.

3°. Del primero de julio al treinta de junio del año siguiente. De tal suerte que las bonificaciones deberán ser pagadas a más tardar el día treinta y uno de octubre.

4°. Del primero de octubre al treinta de septiembre del año siguiente. Así, pues, las bonificaciones deben ser pagadas a más tardar el día treinta y uno de enero.

5.- Al trabajador que no haya prestado servicios durante la totalidad del año comercial de la empresa, ¿le corresponde bonificación por la totalidad de ese año o solamente una proporción correspondiente a los meses que trabajó?
El artículo 223, párrafo 3° del CT dispone la forma en que deberán pagarse las bonificaciones al trabajador en caso de que no haya laborado sólo una parte del año deberá pagársele la proporción que le corresponda conforme al salario del tiempo trabajado
.

6.- Las gratificaciones usualmente pagadas junto a las sumas por concepto de bonificación ¿están regidas por las mismas reglas de la bonificación? Si esas gratificaciones se dejan de pagar, ¿qué implicaciones tiene para el patrono?

Las  bonificaciones constituyen un complemento del salario ordinario, al igual que el salario de navidad o como se conoce popularmente regalía pascual y otros adicionales considerados como salario.


Al decir del Dr. Rafael Alburquerque, a propósito del salario de navidad o de cualquier otra gratificación, cuando el empleador  entregue al trabajador junto a sus bonificaciones, regalos, aún cuando no estén previstas en la ley, se regirán o serán pagadas en las mismas formas y condiciones que las bonificaciones, a condición de que el uso reúna las siguientes características:

1° La generalidad, esto es, todos los trabajadores de la empresa se benefician de la gratificación;

2° La constancia, en el sentido de que la práctica se repite sin interrupción; y

3° La persistencia en su importe, o sea, que la suma a pagar obedezca a criterios permanentes y no varíe cada año según el buen querer del empleador. 


En ausencia de uno de estos elementos, la gratificación es una liberalidad que obedece al animus domando (deseo de dar) del empleador. 


Esto es así en virtud de que se consideran derechos adquiridos por el trabajador y forman parte de su contrato individual de trabajo, una vez se reúnen las condiciones antes dichas, pues una vez son prerrogativas en su favor no pueden ser reducidas, limitadas o eliminadas sin entrañar un uso abusivo del derecho, con la consecuente facultad del trabajador de darse por despedido o de deducir una causa justificada de su dimisión, quedando a cargo del empleador el pago de las prestaciones laborales a favor del trabajador así despedido o que haya ejercido su derecho a dimitir, por haber concluido el contrato de trabajo con responsabilidad para el empleador, quien en todo caso deberá pagar las indemnizaciones por concepto de prestaciones laborales y demás derechos.

7.- Un patrono tiene por costumbre pagar la bonificación junto a una gratificación o “bono”, únicamente a los empleados que pertenecen a la empresa. Para aquellos cuyo contrato de trabajo terminó, sólo le pagan las bonificaciones de ley ¿qué consecuencias tienen esa situación?

Por tratarse de una liberalidad, es decir de un acto voluntario del empleador, es decir, de una decisión no obligada, ni por ley, por el contrato individual, ni por el convenio colectivo de condiciones de trabajo, se trata de un complemento del salario, cuya naturaleza debe ser reconocida a cualquier otra gratificación otorgada por el empleador, aunque no esté prevista en la ley, siempre y cuando reúna las condiciones de generalidad, constancia y persistencia, vistas precedentemente
.


En torno a la característica de que el uso debe ser general, es decir, que todos los trabajadores de la empresa se beneficien de la gratificación, debemos observar que esta universalidad de la costumbre se refiere a los trabajadores que gozan y se benefician de esa condición o situación, es decir de aquellos que se benefician de tal circunstancia, por lo que si el uso en la empresa ha sido el de gratificar sólo a los trabajadores y no a los ex–trabajadores,  estos últimos no pueden demandar o reclamar el cumplimiento de un derecho que no les corresponde, por no tener precedente en relación con los últimos, quedando estos fuera del alcance de esa práctica o costumbre empresarial.


Por lo demás, el pago adicional otorgado a los trabajadores por parte del empleador es un asunto discrecional, no obligatorio, como sucede con las canastas navideñas que la empresa puede otorgar a una parte de los trabajadores, como incentivo a su cumplimiento, asistencia a la empresa y mayor esfuerzo que los demás, lo que constituye una potestad del empleador. Así ha sido fallado por nuestro por nuestro más alto tribunal de justicia, cuando sostiene que “la costumbre (de la empresa) de hacerle regalos espontáneos a sus empleados y trabajadores, de acuerdo a sus sueldos y salarios, no constituye una obligación a cargo de la misma”. (paréntesis mío, C.R.S.C.).

8.- La bonificación ¿forma parte del salario ordinario o constituye un complemento del salario ordinario?

La bonificación es un complemento del salario, por lo que no forma parte del salario ordinario. De tal suerte que la participación en los beneficios de la empresa, al no ser parte del salario básico, no es computable para calcular las prestaciones en caso de desahucio.

Cabe observar que cuando la Suprema Corte de Justicia habla del salario básico debe estar refiriéndose al salario ordinario, pues salario básico podría ser una modalidad que combinada con otra puede constituir un salario mixto, en que haya un pago base por el tiempo trabajado o lo que se llama salario por unidad de tiempo y un pago adicional, que puede ser realizado tomando en consideración el rendimiento o la tarea realizada, siendo la conjunción de ambos un salario ordinario, aún cuando se esté en presencia de un salario básico, por lo que el salario básico constituye un salario ordinario, pero no constituye el único componente del salario ordinario.

9.- La bonificación, ¿debe ser calculada antes o después de determinarse la renta neta imponible y de las bonificaciones que correspondan al Consejo de Administración?

Según lo dispone el artículo 227 del Código de Trabajo, la bonificación de los trabajadores debe calcularse sobre los beneficios netos antes de determinar la renta imponible y las bonificaciones que correspondan a los miembros del consejo de administración, directores, administradores o gerentes.


Hay que tener pendiente que las bonificaciones a que se refiere dicha disposición legal en lo concerniente a los miembros del consejo de administración, directores, administradores, o gerentes no se pueden confundir con la participación de los trabajadores en los beneficios de la empresa, a la que hemos venido aludiendo, llamándola bonificación o bonificaciones, pues las bonificaciones de los directores, gerentes, etc. de la empresa, que se mencionan en dicho artículo tienen que ver con los incentivos, gratificaciones, bonos, primas o porcentajes pactados por la empresa a favor de quienes la dirigen, conforme a su labor, los cuales  se encuentran los administradores.

Sobre el momento del pago de la bonificación
1.- ¿Cuándo se debe pagar la bonificación?

El artículo 224 del Código de Trabajo dispone que la bonificación debe ser realizada por las empresas a más tardar  entre los noventa y los ciento veinte días después del cierre de cada ejercicio económico. Ya dijimos más arriba que la ley debió fijar solamente el tope máximo para el pago de la participación en los beneficios de la empresa, pues al hacerlo como lo hizo pareciera como si existieran dos topes límites para efectuarse el pago de la bonificación, dejando claramente establecido que en cuanto al plazo, es a partir del mismo vencimiento del cierre del año económico de la empresa.


Queda por aclarar la situación de las empresas no constituidas en sociedades comerciales y las personas físicas que son empleadores, pero no pueden ser consideradas como empresas propiamente dichas. El Código Tributario establece lo que es el derecho común o supletorio en esta materia, es decir que en ausencia de que la empresa se haya acogido a una organización societaria o empresarial perfectamente identificable o haya omitido la fijación del período su cierre fiscal, se impone el año o ejercicio económico comprendido entre el primero de enero y el treinta y uno de diciembre del año considerado, debiendo pagarse la bonificación en este caso a más tardar el día ciento veinte, después de concluido el año o ejercicio económico.

2.- Si la empresa no paga la bonificación dentro del plazo previsto por el artículo 224 del CT, ¿cuáles son sus consecuencias?

Pueden ocurrir varias situaciones en caso de que la empresa dejare de pagar la bonificación a los trabajadores.

En caso de que el trabajador se encuentre laborando aún para la empresa, puede reclamar el pago de su participación en los beneficios de la empresa, por ante el tribunal de trabajo, pudiendo a su vez pedir las indemnizaciones que la falta de pago de su bonificación le haya podido causar.

Este mismo trabajador podrá optar por darse por despedido injustificadamente o dimitir justificadamente, en cuyo caso el contrato de trabajo terminaría con responsabilidad para la empresa, debiendo esta pagar a favor del trabajador, si prueba la existencia de los beneficios de la empresa o la negativa del pago en caso de sus existencia, las prestaciones laborales y los derechos adquiridos del trabajador, entre los cuales se encuentra el pago de la bonificación.

Puede ocurrir que el reclamante de la bonificación ya no se encuentre laborando, mediante contrato por tiempo indefinido en la empresa, ello no le quita el derecho de reclamar su derecho, conforme al período laborado y a lo salarios ordinarios percibidos durante el tiempo correspondiente.

Frente a la negativa de pago por parte de la empresa de la bonificación a favor del ex – trabajador con el derecho adquirido en este sentido, el trabajador puede reclamar adicionalmente al pago de dicha prerrogativa, la indemnización o pago de los daños que le hayan sido causados por la acción o la inacción de la empresa.

3.- Si el contrato de un trabajador termina antes de que finalice el año comercial de la empresa, ¿esta empresa estará obligada a pagar la bonificación? Y, en caso de estar obligada a pagarla, ¿deberá hacerlo inmediatamente?

Los derechos considerados como adquiridos por el trabajador, tales como el salario de navidad o regalía pascual y la participación de los trabajadores en los beneficios de la empresa tienen fechas y períodos fijados por la ley para su reclamación y pago. Así, pues, el salario de navidad deberá pagarse el día 20 de diciembre de cada año, fecha a partir de la cual el trabajador puede exigir el pago y reclamar dichos derechos. De igual forma, la bonificación deberá pagarse en el período comercial que corresponda a la empresa, es decir a más tardar ciento veinte días después del cierre del año social o económico de la empresa.

Este derecho al pago de la bonificación le corresponde tanto a los trabajadores de la empresa, como a aquellas que hayan terminado su contrato de trabajo y que hayan laborado durante o parte del año social o económico considerado, por lo que la empresa deberá pagar el monto correspondiente al ex – trabajador como al trabajador en la fecha pertinente. Nada impide, sin embargo, que juntamente con las prestaciones laborales y cualesquiera otros derechos adquiridos, la empresa pague al trabajador la bonificación, conforme a la escala de cuarenta y cinco o sesenta días de salario ordinario, según que la antigüedad del trabajador en la prestación del servicio para la empresa sea menor o mayor de tres años, conforme a los valores que correspondan, si al momento de la terminación del contrato de trabajo el monto total de los beneficios de la empresa han podido ser fijados.


Como en el caso planteado el trabajador ha dejado de pertenecer a la empresa antes de terminar el año comercial recibirá la proporción correspondiente al período laborado y, en consecuencia, conforme al salario del tiempo trabajado durante el ejercicio social o comercial considerado.

4.- Si una empresa no tiene liquidez o ésta quiebra al momento en que debe pagar la bonificación, ¿qué sucede?

El Código de Trabajo ha creado una garantía para proteger al trabajador frente al estado de insolvencia del empleador, esto es, frente a la iliquidez o la quiebra de la empresa. Esta garantía busca proteger al trabajador del importe de los salarios correspondientes a cuatro meses como máximo de salario, que estén pendientes de pago, así como las indemnizaciones reconocidas judicialmente o por laudo arbitral a favor de los trabajadores por causa de terminación del contrato de trabajo, con un límite máximo de un año de salario.

Esa garantía consiste en una fianza que deberá ser contratada por la empresa con una compañía de seguros y cuyos datos el empleador deberá comunicar a la Secretaría de Estado de Trabajo en el informe de entrada de cada trabajador y que deberá constar en el cartel horario. Esta fianza estará exenta de impuestos, tasas y contribuciones, y tendrá una vigencia de un año, renovable anualmente por anticipado.

5.- Cuando el contrato de trabajo termina, ¿al trabajador le corresponde o pierde el pago de la bonificación?

Los derechos considerados como adquiridos por el trabajador, tales como el salario de navidad o regalía pascual y la participación de los trabajadores en los beneficios de la empresa tienen fechas y períodos fijados por la ley para su reclamación y pago. Así, pues, por ejemplo el salario de navidad deberá pagarse el día 20 de diciembre de cada año, fecha a partir de la cual el trabajador puede exigir el pago y reclamar dichos derechos. De igual forma, la bonificación deberá pagarse en el período comercial que corresponda a la empresa, es decir a más tardar ciento veinte días después del cierre del año social o económico de la empresa.


Este derecho al pago de la bonificación le corresponde tanto a los trabajadores de la empresa, como a aquellos que hayan terminado su contrato de trabajo y que hayan laborado durante el año social o económico considerado, por lo que la empresa deberá pagar el monto correspondiente al ex – trabajador como al trabajador en la fecha que corresponda.


Nada impide, sin embargo, que junto con las prestaciones laborales y cualesquiera otros derechos adquiridos, la empresa pague al trabajador la bonificación conforme a la escala de cuarenta y cinco o sesenta días de salario ordinario, según que la antigüedad del trabajador, en la prestación del servicio para la empresa sea menor o mayor de tres años, según el caso o conforme a los valores que correspondan, si al momento de la terminación del contrato de trabajo el monto total de los beneficios de la empresa han podido ser fijados.

Sobre la bonificación discrepancias y tribunales
1.- ¿Cuándo inicia el plazo de la prescripción de la acción por bonificación? ¿desde el momento en que la empresa deja de pagarla o desde la fecha en que termina el contrato de trabajo?

Conforme dispone el artículo 704 del CT, el plazo para la prescripción de las acciones a que da lugar el no pago de la bonificación a favor de los trabajadores comienza a contarse un día después de la terminación del contrato de trabajo. Ahora bien, en virtud de que es un derecho adquirido por parte del trabajador, nada impide que el trabajador reclame su derecho al pago de la bonificación, una vez pasado el plazo máximo otorgado por la ley para el pago de la misma.

2.- Un trabajador, ¿puede reclamar bonificaciones que correspondan a años anteriores al de la terminación de su contrato de trabajo?

De acuerdo con el artículo 704 del CT, en ningún caso pueden reclamarse derechos nacidos con anterioridad al año de haberse terminado el contrato. Por lo tanto, el trabajador sólo puede demandar o pedir el pago correspondiente a la bonificación del año inmediatamente anterior al de la terminación o fin de su contrato de trabajo.

3.- Si un trabajador no está conforme, ¿puede exigir a la empresa que le muestre sus libros contables?
El trabajador tiene el derecho de reclamar el pago correcto de su bonificación, es decir, de las sumas que verdaderamente le corresponden. Sin embargo, si él no se encuentra conforme con el monto de su participación en los beneficios, puede dirigirse al Secretario de Estado de Trabajo, para que a instancias de éste, el Director General de Impuestos Internos (DGII) disponga las verificaciones de lugar. En esta virtud, el trabajador puede exigir la revisión o verificación de los libros contables, pero no lo puede hacer directamente, sino a través del Secretario de Estado de Trabajo y éste a su vez por medio del Director General de Impuestos Internos.

4.- ¿Obliga al empleador la investigación realizada por el Director General de Impuestos Internos en relación con el monto de la bonificación, conforme al monto total de los beneficios percibidos por la empresa?.

El Código de Trabajo no establece la fuerza vinculante de la investigación realizada por la Dirección General de Impuestos Internos (DGII) y el monto a pagar por concepto de bonificación. Cabría entonces preguntarse. ¿Está obligado el empleador a pagar a favor del trabajador el mont6o que entienda la DGII, luego de realizar la revisión que le ha sido solicitada por el Secretario de Estado de Trabajo a solicitud del trabajador? Entendemos que este es un medio eficiente para probar la existencia y el monto de los beneficios, pero no el único. Más aún, la obligación en cuanto al monto determinado resulta únicamente de una sentencia del tribunal de trabajo, que tenga la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, es decir que sea definitiva, por no admitir recurso alguno contra ella.


¿Tiene el trabajador otro medio para hacer su reclamación en relación con el pago de la bonificación, en caso de que la empresa se niegue a realizar el pago conforme al monto verificado por el Director General de Impuestos Internos?


La facultad que tiene el trabajador de solicitar la revisión o verificación de los libros contables, cuando no esté conforme con el monto de la bonificación es de naturaleza consultiva, por lo que la opinión, verificación y constatación realizada por la Dirección General de Impuestos Internos no tiene fuerza ejecutoria o vinculante como si lo es una sentencia laboral, al que puede acudir el trabajador a los fines de reclamar su derecho a bonificación, lo que puede hacerlo junto a otros derechos y prestaciones laborales.

5.- En los casos de discrepancias en torno al importe de la bonificación, ¿el trabajador puede dirigirse directamente a la Dirección General de Impuestos Internos, o debe hacerlo por intermedio de la Secretaría de Estado de Trabajo?

Como se ha dejado dicho anteriormente, 
 a propósito de la revisión indirecta de los libros contables del empleador por parte del trabajador, este no puede dirigirse directamente al Director General de Impuestos Internos en caso de que exista discrepancia sobre  el monto de la bonificación, sino que debe acudir por ante el Secretario de Estado de Trabajo, para que sea éste quien realice la diligencia y petición de revisión por ante el Director General de Impuestos Internos.

6.- ¿Qué ha pretendido el legislador con esta medida, en la que al trabajador le está prohibido revisar los libros contables de la empresa, pero además para lograr que se haga una inspección de los mismos, en caso de que no esté conforme con el monto de la bonificación, debe utilizar la mediación del Secretario de Trabajo?

Creo que el legislador y con ello los redactores del Código buscaron por un lado, evitar una intromisión permanente  del trabajador en los asuntos internos de la empresa, lo que acarrearía una vigilancia casi policial de la empresa por parte del trabajador y una alteración permanente de las actividades administrativas de la empresa.


Por otra parte, al utilizar la mediación del Secretario de Estado de Trabajo lo que ha buscado el legislador es evitar que la administración tributaria tenga que poner, en movimiento los recursos humanos y técnicos disponibles ante cualquier pedimento que bien pudiera ser producido del arrebato del trabajador o de su tozudez y sobre todo que la cantidad de trabajadores que acudirían con o sin razón por ante la administración tributaria sería mucho mayor si pudieran hacerlo directamente por aquello de la facilidad con la que se logra la revisión a la que tiene derecho el trabajador.

7.- Si existe discrepancia sobre el importe de la bonificación y el trabajador acude a la Secretaría de estado de Trabajo, según lo dispuesto por el artículo 225 del CT ¿esto impide que pueda apoderar los tribunales a fin de reclamar por dicho concepto?

Nada impide que el trabajador inconforme con el monto que ha sido verificado o fijado por el DGII como el que debe ser distribuido entre los trabajadores por parte de la empresa, pueda reclamar su bonificación por ante el tribunal laboral. Es más, el lugar adecuado para la demanda del trabajador es el tribunal de trabajo, que deberá ser utilizado por el trabajador cuando en efecto el empleador no haya pagado el monto que le corresponde al trabajador, o cuando no esté de acuerdo con el monto ofrecido en pago. Todavía más, el tribunal laboral puede y tiene la facultad para fijar los montos que le correspondan al trabajador, para lo cual pueden ser ordenados, por parte del o los jueces apoderados, peritajes o investigaciones por parte de las autoridades que administran los impuestos, pero en ningún caso el peritaje o la investigación especial liga al juez, es decir no obliga al tribunal a fallar en su sentencia conforme al dictamen de los técnicos, pues el peritaje constituye un medio para llegar a la verdad, pero él no constituye la verdad misma, la que puede ser deducida por el juez tomando en consideración todos los medios de prueba posibles y a su alcance, para lo cual cuenta con un papel muy activo, que es extraño a los procesos o casos que no sean de naturaleza laboral.

8.- En una litis ante los tribunales ¿a quién corresponde el fardo de la prueba de la bonificación? ¿Al patrono o al trabajador?

El trabajador es quien debe probar que la empresa obtuvo beneficios, en virtud del ya indicado principio procesal según el cual el que alega un hecho en justicia debe probarlo. La Suprema Corte de Justicia sostiene que un litigio en reclamación del pago de la participación de las utilidades de una empresa, es al trabajador demandante que le corresponde probar que la empresa obtuvo beneficios, quien, en caso de discrepancias, y por disposición del artículo 225 del CT puede dirigirse al Secretario de estado de Trabajo, para que a instancias de éste el Director General de Impuestos Internos disponga las verificaciones de lugar. 

9.- Si un patrono es descargado por un tribunal, con motivo de una demanda en cobros de derechos y prestaciones laborales, ¿el reclamo por bonificación queda automáticamente desestimado?

En caso de que un trabajador pierda una demanda laboral que haya puesto en contra del empleador él conserva su derecho a que se le pague su bonificación, pues ese es un derecho de los llamados adquiridos. Es decir, es un derecho que se considera que forma parte del patrimonio del trabajador. En tal virtud no importa que el contrato de trabajo termine por despido, dimisión o desahucio. Es decir, aún cuando el contrato de trabajo termine sin responsabilidad para el empleador, esto es, que termine porque el empleador decidió prescindir de los servicios del trabajador alegando y habiendo probado que el trabajador cometió una falta o violación de las que el CT enumera como justificativas de un despido 
 o por que el trabajador decidió renunciar de la empresa o ejercer el derecho de desahucio, la empresa deberá pagarle al trabajador los derechos que le correspondan por concepto de bonificación, así como lo relativo al salario de navidad, pues son derechos que se van acumulando en la medida en que el contrato de trabajo tiene vigencia.

En el caso de la bonificación constituye un derecho eventual, pues depende de la existencia de beneficios en la empresa, en cuyo único caso es que procede su pago o en ausencia de éste, su reclamación o demanda.

Ahora bien, si la demanda de la que es descargado el empleador contiene reclamación por concepto de la bonificación, entonces el trabajador no podría demandar nuevamente, pues estaría violentando el principio constitucional que consagra que nadie puede ser juzgado dos veces por la misma causa.

10.- Cuando el patrono es descargado del pago por prestaciones laborales, pero no del pago por bonificación ¿quién debe ser condenado en costas procesales? ¿Hay lugar a compensación de costas, en tal caso?

En materia de procedimiento laboral, al igual que ocurre en materia procesal ordinaria, es decir, la propia del derecho procesal civil, toda parte que sucumbe, es decir la parte que pierde en justicia debe ser condenada al pago de las costas o lo que es lo mismo de los gastos que haya generado el procedimiento. No obstante, cuando en un proceso, como en el planteado en la pregunta, ambas partes pierden respectivamente en algunos puntos de la demanda, es facultativo del juez compensar los gastos del proceso, y es de su potestad apreciarlo soberanamente.

Esto quiere decir que el juez puede poner a cargo de cada parte, que ha  ganado y perdido al mismo tiempo, los gastos en que cada uno de ellos haya incurrido producto de la demanda, debiendo cubrir todos los costos y honorarios del proceso.

11.- La indemnización por retardo en el pago prevista en el artículo 86 del CT ¿es aplicable a la bonificación?

El artículo 86 del CT establece la obligación a cargo del empleador de pagar a favor del trabajador una indemnización consistente en una suma igual a un día de salario devengado por el trabajador por cada día de retardo pasados los diez días de la terminación del contrato de trabajo, en el pago de las indemnizaciones por preaviso o por cesantía.

Por lo visto, esta disposición legal se refiere, pues, únicamente, al retraso en el pago de las prestaciones laborales que deben ser pagadas a favor del trabajador cuando el contrato termina con responsabilidad para la empresa, por dimisión justificada, por despido injustificado o por desahucio.

En esos casos es que procede el pago de las indemnizaciones que han sido mencionadas en dicho artículo, por lo que no se aplica la condenación de tal indemnización al caso de la bonificación que es un derecho adquirido, no una indemnización fijada previamente como consecuencia de una falta o responsabilidad de la empresa, que es lo que prevé el mencionado artículo 86 del CT.

Apéndices
Apéndice I:

ARTÍCULO 38 DEL REGLAMENTO NO. 258-93, PARA LA APLICACIÓN DEL CÓDIGO DE TRABAJO, DEL 1RO. DE OCTUBRE DE 1993:


“La determinación de la participación individual del trabajador en los beneficios de la empresa se regirá por las siguientes reglas:

Si el trabajador tiene menos de un año de servicios continuos, el importe total de los salarios ordinarios devengados en los meses trabajados durante el año social o fiscal de la empresa se dividirá entre doce y el cociente se dividirá, a su vez, entre veinte y tres punto ochenta y tres, y el resultado de esta división se multiplicará por cuarenta y cinco;

Si el trabajador tiene un año o más de servicio continuo en la empresa, pero menos de tres, se aplicarán las reglas establecidas en el artículo 32 de este Reglamento y el salario diario promedio se multiplicará por cuarenta y cinco;

Si el trabajador tiene un año o más de servicio continuo en la empresa, pero menos de tres, se aplicarán las reglas establecidas en el artículo 32 de este Reglamento y el salario diario promedio se multiplicará por cuarenta y cinco.

Si el trabajador tiene tres o más años de servicios continuos y por cualquier causa que sea se extingue la relación laboral, el importe total de los salarios ordinarios o fiscal de la empresa se dividirá entre doce y el cociente se dividirá, a su vez, entre veinte y tres punto ochenta y tres, y el resultado de esta nueva división se multiplicará por sesenta.

Si las utilidades de la empresa no son suficientes para cubrir el límite de los cuarenta y cinco o sesenta días fijados por el artículo 223 del Código de Trabajo se dividirá la suma a distribuir entre el importe total de lo que hubiere correspondido a los trabajadores de haberse cubierto el límite mencionado y el cociente obtenido se multiplicará por la participación individual de cada

Apéndice II:

REPUBLICA DOMINICANA

SECRETARIA DE ESTADO DE TRABAJO

ESCUELA DE CAPACITACION LABORAL

SISTEMA ELABORADO POR LA DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS LEGALES DE LA SECRETARIA DE ESTADO DE TRABAJO, PARA LA APLICACIÓN DEL PARRAFO 1° DEL ART. 1° DE LA LEY 288 DE FECHA 23 DE MARZO DE 1972, MODIFICADA POR LA LEY 195 DEL 5 DE DICIEMBRE DE 1980.

a) Se agrupan los trabajadores que tienen tres o más de tres años y a cada uno se multiplica el equivalente a un mes de salario por dos; las sumas de las cantidades resultantes nos darán los valores correspondientes a este grupo;

b) Se agrupan los trabajadores que tienen menos de tres años y a cada uno se multiplica el equivalente a un mes de salario por 1.5; la suma de las cantidades resultantes, nos darán los valores correspondientes a este grupo;

c) Se agrupan los trabajadores que tienen menos de un año y éstos se les suman los salarios devengados por el tiempo trabajado, se divide entre doce y se multiplica por 1.5; la suma de las cantidades resultantes, nos darán los valores correspondientes a este grupo;

d) El total de los tres grupos nos dará la cantidad que una empresa debe pagar si el 10% de sus beneficios cubre las sumas a pagar; 

e) Cuando el 10% de los beneficios no cubre la totalidad de los valores a pagar, habrá que dividir la cantidad disponible, o sea, el 10% resultante entre las sumas de las cantidades correspondientes a los tres grupos y el cociente que resulta será el factor que se utilizará para el pago correspondiente según se hace constar en el siguiente ejemplo:

Una empresa en donde trabajen 6 trabajadores, en la cual dos de cada uno de ellos figuran en los tres grupos ya descritos:

Grupo a) Los trabajadores ganando respectivamente


   RD$300.00 y 200.00 cada uno:

1) 300.00 x 2 = 600.00

2) 200.00 x 2 = 400.00

  1,000.00




  1,000.00

Grupo b) Dos trabajadores ganando respectivamente

         RD$250.00 y 160.00 cada uno:

1) 250.00 x 1.5 = 375.00

2) 160.00 x 1.5 = 240.00

                        615.00

Grupo c) Dos trabajadores ganando respectivamente


   RD$160.00 cada uno, el 1° con 6 meses y

         El 2° con 4 meses:

1) 160.00 x 6 = 960.00 ÷ 12 = 80.00 x 1.5 = 120.00

2) 160.00 x 4 = 640.00 ÷ 12 = 53.33 x 1.5 =  79.99
3) 199.00

RD$1,814.99

Grupo a) = 1,000.00

              .   b) =   615.00

              .   c) =   199.99

                    RD$1,814.99

Cuando la empresa obtiene RD$20,000.00 de beneficios podría cubrir las cantidades a pagar. Si se trata que, por el contrario la empresa solo obtiene RD$15,000.00 de beneficios, sólo podría disponer de RD$1,500.00, por lo que es necesario obtener el factor a que hace mención en la letra e) de la siguiente forma:

Fact. = 1,500.00 ÷ 1,814.99 = 0.8264

Grupo a) 300.00 x 2 = 600.00 x 0.8264 =    495.84

         200.00 x 2 = 400.00 x 0.8264 =    330.56

Grupo b) 250.00 x 1.5 = 375.00 x 0.8264 =  309.90

         160.00 x 1.5 = 240.00 x 0.8264 =  198.34

Grupo c)

160.00 x 6 = 960.00 ÷ 12 = 80 x 1.5 = 120 x 0.8264 =     99.17

160.00 x 4 = 640.00 ÷ 12= 53.33 x 1.5 = 79.99 x 0.8264 = 66.11


Grupo a) RD$495.84

                  330.56

                  826.40








       RD$826.40


Grupo b)     309.90

                   198.34

                   508.24

                                                     508.24


Grupo c)       99.17

                     66.11

                 RD$165.28




165.28









 RD$1,499.92

NOTA: Hay una diferencia de $0.08 como consecuencia de las aproximaciones hechas en los cálculos parciales

___________________________________________________

LA LEY 288 DE 1972 FUE DEROGADA MEDIANTE EL NUEVO CODIGO DE TRABAJO, EN 1992, Y SUSTITUIDA POR LOS ARTS. 223 AL 227 DE ESE CODIGO Y EL REGLAMENTO 258-93 PARA SU APLICACIÓN. EL SISTEMA DETALLADO PRECEDENTEMENTE Y ELABORADO POR LA SECRETARIA DE ESTADO DE TRABAJO, CONTINUA SIENDO VALIDO.

___________________________________________________
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“DIOS, JUAN PABLO DUARTE Y JUAN BOSCH – POR SIEMPRE”®
� El art. 8, numeral 11, letra c de la Constitución de la República establece: “El alcance y la forma de la participación de los trabajadores permanentes en los beneficios de toda empresa agrícola, industrial, comercial o minera, podrán ser fijados por la ley de acuerdo con la naturaleza de la empresa y respetando tanto el interés legítimo del empresario como del obrero”.


� Art. 223 ordinales 2 y 3 del CT.


� Cfr. Art. 224, párrafo 2 y arts. 200 y 207 del CT.


� Cfr. SCJ, sentencia de 30 enero de 1976, B.J. 782, págs. 106-107


� Ley 14-91, de fecha 20 de mayo de 1991.


� Art. 225 del CT.


� El Art. 46 de la Constitución Dominicana establece: “Son nulos de pleno derecho toda ley, decreto, resolución, reglamento o acto  contrarios a la Constitución”.


� El artículo 67, numeral 1 de la Constitución otorga facultad a la Suprema Corte de Justicia para conocer en única instancia “de la constitucionalidad de las leyes”.


� Principio Fundamental III, del CT.





� Se trata de la Ley (Orden Ejecutiva, por haber sido dictada por el Gobierno Militar de Santo Domingo, durante la primera ocupación norteamericana al país9 No. 520. G. O. No. 3139, de fecha 26 de julio de 1920, sobre Asociaciones que no tengan por objeto un beneficio pecuniario.


� Art. 1, Ley No. 127, sobre asociaciones cooperativas, del 27 de enero 1964, G.O. No. 8828, del 29 de enero del 1964.





� Cfr. No. II. 4.


� Guillermo Cabanellas, en su Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, op. Infra cit., indica varias acepciones entre las cuales caben destacar tres relacionadas con lo jurídico y lo laboral “asociación científica, industrial o de otra índole, creada para realizar obras materiales, negocios o proyectos de importancia, concurriendo de manera común a los gastos que origina y participando también todos sus miembros de las ventajas que reporte”. “Unidad de producción o de cambio basada en el capital que persigue la obtención de beneficio a través de la explotación de las riquezas, de la publicidad, el crédito u otra actividad económica”. “Organización de personal, capital y de trabajo, con una finalidad lucrativa; ya sea de carácter privado, en que persigue la obtención de un lucro para los socios o los accionistas; o de carácter oficial, en que se propone realizar un servicio público o cumplir otra finalidad beneficiosa para el interés general”.





�Art. 317 del CT.


� Art. 100 de la Constitución de la República.


� Ver párrafos finales del No. II. 1 (Sujetos de la Bonificación).


� Cfr. CABANELLAS, Guillermo, Op. Cit. T. III. Buenos Aires: Editorial Heliasta SRL, pág. 429.


�  Cit. Por CABANELLAS, Guillermo, idem.





� Idem.


� Cfr. Art. 31 del CT.


� Idem.


� Reglamento No. 258-93, dictado por el Poder Ejecutivo en fecha 1° de octubre de 1993.


� Ver anexo I.


� Ver anexo II.


� Art. 300 del Código Tributario, establece en su Capítulo VIII, Intitulado “Imputación de rentas y gastos al año fiscal” “que” Los contribuyentes de este impuesto imputarán sus rentas al año fiscal que comienza el 1o. de enero y termina el 31 de diciembre.


Párrafo I. Las personas jurídicas que por naturaleza de sus actividades prefieran establecer el cierre de su ejercicio fiscal en una fecha distinta del 31 de diciembre, podrán elegir entre las siguientes fechas de cierre: 31 de marzo, 30 de junio y 30 de septiembre. Una vez elegida una fecha de cierre no podrá ser cambiada sin la autorización expresa de la administración, previa solicitud, hecha por lo menos un mes antes de la fecha de cierre que se solicita modificar.


Párrafo II. Las sociedades obligadas a declarar, que inicien sus operaciones después de comenzado un ejercicio fiscal, deberán establecer en sus estatutos su fecha de cierre dentro de las opciones establecidas a este respecto por este título a los efectos de la declaración jurada y pago del impuesto correspondiente.


Las personas físicas, en su caso, cerrarán su ejercicio el 31 de diciembre subsiguiente a la fecha de inicio de sus operaciones.


� Ver ejemplo en anexo II.


� ALBURQUER


� 


� 


� Cfr. Número III. 6 de este ensayo y ALBURQUERQUE, Rafael, idem.


� 


� Art. 465 del CT





� Art. 466 del CT


� Ver número V. 3


� Cfr. S. C.J. 24 de junio de 1999, sent. No. 37 B. J. 1051 p. 496.


� El art. 88 del CT enumera las causas justificativas del despido del trabajador por parte del empleador.


� Art. 8 letra h, de la Constitución de la República.
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